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ASUNTO: 

El artículo 129-A del Código Penal incorpora 
en su inciso 5 la responsabilidad penal del 
agente que “promueve, favorece, financia o 
facilita” la trata de personas. Del mismo modo, 
el artículo 24 extiende la responsabilidad al 
que “dolosamente, determina a otro a cometer 
el hecho punible” -instigador-, mientras que 
el artículo 25 a quien “dolosamente, presta 
auxilio para la realización del hecho punible” 
-cómplice-. 

En este contexto, surge el problema sobre qué 
título emplear en casos en los que el agente 
colabora o promueve, de manera accesoria, la 
trata de personas. Existen tres alternativas: 

i)	 Imputar la complicidad o instigación en la 
trata de personas, en virtud del artículo 24 y 
25 del Código Penal. 

ii)	 Imputar la autoría -artículo 23- de la 
promoción, favorecimiento, financiamiento 
o facilitación de la trata de persona -artículo 
129-A, inciso 5-, en sentido general. 

iii)	Imputar la autoría -artículo 23- de la 
promoción, favorecimiento, financiamiento 
o facilitación -artículo 129-A, inciso 5 -de 
la captación, transporte, traslado, acogida, 
recepción o retención -artículo 129-A, inciso 
1-, en sentido especial.

Se acuerda: 

Primero:  Por el principio de especialidad, aplicar 
la autoría de las conductas autonomizadas del 
inciso 5 del artículo 129-A del Código Penal 
– promoción, favorecimiento, financiamiento 
o facilitación a la trata de personas- para los 
casos en los que el agente colabora o promueve, 
de manera accesoria la trata de personas. 

Segundo: Al momento de la imputación, 
detallar y especificar qué conducta principal 
-captación, transporte, traslado, acogida, 
recepción o retención- del artículo 129-A inciso 
1 es la que es facilitada, favorecida, financiada 
o promovida. Ello en virtud del principio de 
imputación necesaria. 

Tercero: En esas medidas, los actos que suponen 
la instigación de la trata de personas deberán 
ser tratados como autoría de promoción, en 
virtud del principio de especialidad y el artículo 
129-A del Código Penal. Por su parte, los actos 
de complicidad deberán ser tratados como 
autoría de facilitación o favorecimiento.

*	En plenaria se propone discutir sobre el título 
de imputación aplicable para supuestos en 
los que el agente incita la trata de personas 
de manera general e indeterminada.

Lima, 24 de noviembre de 2022

Asunto: SE REMITE ACUERDOS DEL PRIMER CONGRESO NACIONAL DE LAS FISCALÍAS ESPECIALIZADAS 
EN ELDEITOS DE TRATA DE PERSONAS

Expediente: FSCN-F202200001601

TEMA 1: ACTOS DE COLABORACIÓN Y PROMOCIÓN EN LA TRATA DE PERSONAS



ASUNTO: 

El artículo 129-A del Código Penal incorpora, 
como fines de la trata de personas, la “esclavitud 
o práctica análogas a la esclavitud, cualquier 
forma de explotación laboral, la mendicidad, los 
trabajos o servicios forzados, la servidumbre”. 
Por su parte, el artículo 129-Ñ regula el delito 
de “esclavitud y otras formas de explotación”, 
mientras que el artículo 129-0 incluye el delito 
de “trabajo forzoso”. Esto último prohíbe el 
someter u obligar, a través de cualquier medio 
o contra su voluntad, a otra persona a realizar 
un trabajo o prestar un servicio. 

En este contexto, surge el problema sobre 
cómo diferenciar la explotación laboral en 
términos penales -que incluye, en su nivel de 
menor lesividad, el trabajo forzoso- de la mera 
infracción a la normativa laboral. Existen, al 
menos, cinco criterios de distinción:

i)	 No hay distinción, de modo que la 
explotación laboral en términos penales 
-en adelante, explotación laboral- supone el 
incumplimiento de formalidades o derechos 
laborales. 

ii)	 La distinción se fundamenta en el 
agotamiento de la fuerza de trabajo de la 
víctima que caracteriza a la explotación 
laboral. 

iii)	La distinción se fundamenta en que la 
explotación laboral requiere que la víctima 
preste servicios o trabajos bajo empleo de 
medios violentos, coercitivos, fraudulentos 
o abusivos. La edad de la víctima no es un 
factor relevante. 

iv)	En el caso de las niñas, niños y adolescentes, 
la distinción se fundamenta en que la 
explotación laboral requiere que la víctima 

preste servicios o trabajos en condiciones 
particularmente riesgosas para su vida, 
salud, seguridad o moralidad. 

v)	 En el caso de las niñas, niños y adolescentes, 
la distinción se fundamenta en que la 
explotación laboral requiere que la víctima 
preste servicios o trabajos inidóneos o 
relativamente desproporcionales respecto a 
la edad de la víctima.

Se acuerda: 

Primero: La explotación laboral de víctimas 
adultas en términos penales se distingue de 
la mera infracción laboral, en primer lugar, 
porque la primera supone que la víctima presta 
servicios o labores bajo el empleo de medios 
violentos, coercitivos, fraudulentos o abusivos. 

Segundo: Conforme al artículo 129-A y 
129-Ñ del Código Penal, los medios no son 
jurídicamente relevantes en los casos de 
víctimas niñas, niños y adolescentes. 

Tercero: La explotación laboral de víctimas 
niñas, niños y adolescentes no requiere que 
el agente emplee los medios referidos en el 
acuerdo primero. Habrá explotación laboral 
de niñas, niños y adolescentes, en primer 
lugar, cuando el agente hace que la víctima 
realice servicios o trabajos en condiciones 
particularmente riesgosas para su vida, salud, 
seguridad o moralidad. 

Cuarto: También se considerará explotación 
laboral en términos penales cuando el agente 
hace que el niño, niña o adolescente realice 
servicios o trabajos en condiciones inidóneas 
o relativamente desproporcionadas respecto a 
la edad de las víctimas. 

TEMA 2: DISTINCIÓN ENTRE EXPLOTACIÓN LABORAL EN TÉRMINOS PENALES E INFRACCIÓN 
LABORAL 



ASUNTO: 

El artículo 129-Ñ regula el delito de “esclavitud 
y otras formas de explotación”. La conducta 
prohibida en este delito consiste en obligar 
a trabajar en condiciones de esclavitud o 
servidumbre o mantener en dichas condiciones 
a la víctima. Sin embargo, no se incluye una 
definición de “esclavitud” o “servidumbre”. 
Por su parte, el artículo 129-O regula el delito 
de “trabajo forzoso”. Este último prohíbe el 
someter u obligar, a través de cualquier medio 
o contra su voluntad, a otra persona a realizar 
un trabajo o prestar un servicio. 

En este contexto, surge el problema sobre 
cómo diferenciar el artículo 129-Ñ del 129-
O del Código Penal. Existen, al menos, tres 
alternativas:

i)	 Distinguir únicamente a partir de los criterios 
formales de los conceptos tradicionales de 
esclavitud, servidumbre y trabajo forzoso 
de los convenios internacionales (Convenio 
sobre la Esclavitud de 1926, Convenio 129 de 
la OIT de 1930 y Convención Suplementaria 
sobre la abolición de la esclavitud, la trata 
de esclavos y las instituciones y prácticas 
análogas a la esclavitud de 1956).

ii)	 Distinguir únicamente a través de criterios 
cualitativos, inexistentes en la actualidad. 

iii)	Distinguir a través de un criterio cuantitativo 
-reconocido por doctrina internacional- de 
control o dominio intenso sobre el agente. 
De esta manera, el control o dominio intenso 
se plasma en una relación ascendente 
de intensidad entre trabajo forzoso, 
servidumbre y esclavitud.  

iv)	Distinguir a través de un criterio cuantitativo 
-reconocido por doctrina internacional- de 
control o dominio intenso e indicadores 

complementarios que revelan la intensidad 
diferenciada del control.  

Se acuerda: 

Primero: El trabajo forzoso, la servidumbre y 
la esclavitud tienen una relación progresiva de 
intensidad respecto al control o dominio intenso 
que tiene el agente sobre la víctima. Así, en la 
esclavitud el agente que obliga a la víctima a 
realizar labores o servicios tiene un control 
más intenso que en los casos de servidumbre. 
De modo similar, en la servidumbre el agente 
tiene un control más intenso que en los casos 
de trabajo forzoso.  

Segundo: La graduación del control o dominio 
intenso que tiene el agente sobre la víctima 
se puede determinar con ayuda de los 
criterios diferenciadores desarrollados por 
la jurisprudencia evolutiva de los tribunales 
internacionales de derechos humanos. Es 
necesario que las y los fiscales atiendan y se 
actualicen constantemente en la evolución de 
esta jurisprudencia. 

Tercero: De acuerdo con la jurisprudencia de 
los tribunales internacionales en derechos 
humanos, la esclavitud -referida en el artículo 
129-Ñ- supone un control o dominio del 
agente sobre la víctima más intenso que el que 
se presenta en la servidumbre y en el trabajo 
forzoso. Este control o dominio característico 
de la esclavitud supone la restricción severa 
o absoluta de la libertad de movimiento o 
condiciones vitales de la víctima.  

Cuarto: De acuerdo con la jurisprudencia de 
los tribunales internacionales en derechos 
humanos, la servidumbre -referida en el artículo 
129-Ñ- supone un control o dominio sobre la 

TEMA 3: DISTINCIÓN ENTRE EL DELITO DE TRABAJO FORZOSO Y EL DELITO DE ESCLAVITUD Y 
OTRAS FORMAS DE EXPLOTACIÓN 



víctima más intenso que el que se presenta 
en el trabajo forzoso, pero menos intenso que 
el que se presenta en la esclavitud. El control 
o dominio característico de la servidumbre 
supone que el agente genere en la víctima la 
percepción de inmutabilidad de su condición, 
que la víctima habite en el inmueble del agente 
o que la víctima sea “enganchada” con una 
deuda indeterminada. 

Quinto: De acuerdo con la jurisprudencia de 
los tribunales internacionales en derechos 
humanos, el trabajo forzoso -referido en el 

artículo 129-O- supone un control o dominio 
sobre la víctima menos intenso que el que se 
presenta en la esclavitud y en la servidumbre. 
En los casos en los que se presenta un control 
o dominio intenso sobre la víctima, pero no 
se identifican los criterios asociados a la 
esclavitud o servidumbre, se estará frente al 
trabajo forzoso. 

Sexto: Se deberá construir un documento 
en que se desarrolle con mayor amplitud y 
detalle los criterios que permitan diferenciar la 
esclavitud, la servidumbre y el trabajo forzoso. 

ASUNTO: 

El artículo 1985 del Código Civil dispone que la la 
indemnización comprende las consecuencias 
que deriven de la acción u omisión generadora 
del daño, incluyendo el lucro cesante, el daño 
a la persona y el daño moral, debiendo existir 
una relación de causalidad adecuada entre el 
hecho y el daño producido. Además, dispone 
que el monto de la indemnización devenga 
intereses legales desde la fecha en que se 
produjo el daño.

Sin embargo, no hay certeza sobre las fuentes 
de prueba que permitan sustentar la reparación 
civil y, menos aún, sobre qué criterios emplear 
para cuantificar el daño.

Se acuerda: 

Primero: Al momento de la solicitud de 
reparación civil en un caso de trata de personas 
o sus delitos de explotación, se debe tomar en 
cuenta a la víctima indirecta del delito. 

Segundo: Las y los fiscales, durante la 
investigación, deben de trabar embargos y 
requerir a la Superintendencia Nacional de 
los Registros Públicos -SUNARP- la lista de 
bienes muebles e inmuebles de propiedad de 
las y los investigados. No se deberá esperar a 
la resolución judicial final del juez para realizar 
estos requerimientos. 

Tercero: Se debe trabajar en la elaboración 
de una tabla de valoración cuantificable 
monetariamente para asegurar la correcta de la 
reparación civil para la víctima. Esta tabla deberá 
tomar en cuenta los datos suministrados por el 
informe médico, psicológico y psiquiátrico, así 
como otras pruebas periciales. La tabla deberá 
permitir evaluar materialmente el daño moral y 
el daño personal

Cuarto: Durante la investigación, se deberá 
recabar estudios contables que permitan 
valorar el patrimonio que la víctima dejó de 
percibir en su totalidad o parcialmente, así 
como el que pudo haber percibido en el futuro.

TEMA 4: REPARACIÓN CIVIL EN LA TRATA DE PERSONAS Y SUS FORMAS DE EXPLOTACIÓN



ASUNTO: 

El artículo 179 del Código Penal regula el delito 
de favorecimiento a la prostitución y, de esta 
forma, prohíbe el que promover o favorecer 
a la prostitución. Por su parte el artículo 181 
del Código Penal tipifica el delito el delito de 
proxenetismo, el cual consiste en dirigir o 
gestionar la prostitución ajena. Además, el 
artículo 129-C, referido al delito de explotación 
sexual, prohíbe el obligar a una víctima, a través 
de cualquier medio, a ejercer actos connotación 
con fines de obtener un provecho económico 
o de otra índole. Finalmente, el artículo 129-H 
regula el delito de explotación sexual de niñas, 
niños y adolescentes, el que consiste en hacer 
que una víctima menor de dieciocho años 
ejerza un acto de connotación sexual con fines 
de obtener un provecho económico o de otra 
índole. 

En reiteradas ocasiones, una víctima mayor de 
edad es obliga, a través de medios, a dedicarse 
a la “prostitución”. De igual manera, en otras 
situaciones, una víctima menor de 18 años es 
convencida de dedicarse a la “prostitución”. En 
este contexto, surge el problema sobre cuál 
delito debe aplicarse en estas situaciones: 

i)	 El favorecimiento a la prostitución 
(artículo 179).

ii)	 El proxenetismo (artículo 181).

iii)	La explotación sexual (artículo 129-C) 
o explotación sexual de niñas, niños o 
adolescentes (artículo 129-H).

iv)	Todos los delitos antes referidos a través de 
un concurso ideal (artículo 48).

Se acuerda: 

Primero: El proxenetismo es una forma 
específica de favorecer a la prostitución 
consistente en gestionarla o dirigirla. El delito 
de favorecimiento a la prostitución (artículo 
179) es un delito residual o subsidiario respecto 
al proxenetismo (artículo 181). Solo se debe 
imputar el favorecimiento a la prostitución 
cuando el suceso fáctico no calce en el 
supuesto de hecho del delito de proxenetismo. 

Segundo: La explotación sexual es un delito 
más específico que el proxenetismo -por lo 
tanto, más específico que el favorecimiento a 
la prostitución-. En esta medida, si el agente 
gestiona o favorece la “prostitución” a través 
de medios violentos, coercitivos, fraudulentos 
o abusivos se deberá aplicar el delito de 
explotación sexual (artículo 129-H). En estos 
supuestos, no cabe aplicar el proxenetismo 
(artículo 181) ni el favorecimiento a la 
prostitución (artículo 179). 

Tercero: La explotación sexual de niñas, niños 
y adolescentes es un delito más específico que 
el proxenetismo - por lo tanto, más específico 
que el favorecimiento a la prostitución- en 
contra de víctimas menores de 18 años. En esta 
medida, si el agente gestiona o favorece actos o 
servicios sexuales de una víctima menor de 18 
años se deberá aplicar el delito de explotación 
sexual de niñas, niños y adolescentes (artículo 
129-H). En estos supuestos no cabe aplicar el 
proxenetismo (artículo 181) ni el favorecimiento 
a la prostitución (artículo 179).

TEMA 5: CONCURSOS ENTRE FAVORECIMIENTO A LA PROSTITUCIÓN, PROXENETISMO Y 
EXPLOTACIÓN SEXUAL



ASUNTO: 

El artículo 242 del Código Procesal 
Penal, modificado la tercera disposición 
complementaria modificatoria de la Ley 30364 
-Ley para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar-, dispone que las declaraciones 
de las niñas, niños o adolescentes víctimas de 
trata de personas se deberán actuar a través 
de la prueba anticipada. Además, se indica que 
dicha actuación se debe realizar en cámaras 
Gesell o salas de entrevistas implementadas 
por el Ministerio Público. Surge, entonces, la 
interrogante sobre si estas reglas de actuación 
probatoria también deben ser aplicables 
para las víctimas de trata de personas, con 
independencia de su edad o nacionalidad. 
Asimismo, surge el problema sobre si es 
posible solicitar la ampliación de la declaración 
de la víctima en estos casos. 

Se acuerda: 

Primero: Las declaraciones de las víctimas 
de trata de personas, independientemente de 
su edad y nacionalidad, deben ser actuadas 
a través de la prueba anticipada. Así, su 
testimonio debe ser recogido de forma única. 

Segundo: Las y los fiscales pueden solicitar 
la ampliación de la declaración de la víctima 
de trata de personas solo de manera 
excepcional, toda vez que la regla general es la 
irrepetibilidad de la declaración. La ampliación 
de la declaración se solicitará solo si es que 
se produjo un grave defecto en su actuación o 
que ineludiblemente deba completarse como 
consecuencia de la incorporación de nuevos 
elementos de convicción. 

Se acuerda: 

Primero: Cuando los elementos de prueba 
se encuentren en redes sociales o redes 
de mensajería instantánea -por ejemplo, 
Instagram, Facebook, Whatsapp o TikTok-, 
se recomienda solicitar a dichas empresas, 
de manera inmediata, la preservación de la 
información a fin de evitar la eliminación de 
datos. Ello, a través de los portales previstos 
para las Fuerzas de la Ley. La preservación de la 
información sin orden judicial será resguardada 
por la compañía por el período de tiempo 
previsto por la misma, siendo en la mayoría 

de los casos, prorrogable por uno igual. Este 
procedimiento, resulta pertinente a los fines 
de evitar perder evidencias que resulten útiles 
a los fines investigativos hasta que se cuente 
con orden judicial o se implementen los canales 
protocolares correspondientes, dependiendo 
del tipo de dato que sea requerido. 

Segundo: En caso de otras redes sociales 
o redes de mensajería instantánea, la 
preservación de la información se deberá 
solicitar mediante oficio u otros procedimientos 
específicos, de acuerdo con los requerimientos 

TEMA 7: PRUEBA ANTICIPADA

TEMA 8: INVESTIGACIÓN DE LA EXPLOTACIÓN SEXUAL INFANTIL EN ENTORNOS VIRTUALES 



de cada empresa, atendiendo también al tipo 
de dato solicitado.  

Tercero: De forma paralela e inmediata a la 
solicitud de preservación de la información, 
las y los fiscales deben solicitar al órgano 
jurisdiccional el levantamiento del secreto de 
las comunicaciones.

Cuarto: Las y los fiscales, además de solicitar 
la preservación de la información, deberán de 
solicitar a las empresas de redes sociales, a 
través de la jueza o el juez, los log´s de conexión 
en el período de interés y también los datos 
de suscripción, así como otros datos que se 
estimen pertinentes. 

Quinto: De manera complementaria, las y los 
fiscales deben verificar en fuentes abiertas, 
datos y/o cualquier información pública 
complementaria que permita recolectar 
información para la eventual identificación de 
los ofensores. 

Sexto: Una vez suministrados los log´s de 
conexión, deberán solicitarse a las empresas 
prestatarias del servicio de internet, los 
titulares y domicilios a las que fueron 
asignadas las conexiones, contando con la 
autorización del levantamiento del secreto de 
las comunicaciones.

Séptimo: Una vez identificado el domicilio de 
conexión, deberán implementarse otros actos 
de investigación que se consideren idóneos, 
siendo fundamental identificar la posible 
presencia de niños, niñas y adolescentes.

Octavo: En caso de contar con datos de 
interés aportados por parte de víctimas o 
testigos, contenidos en dispositivos, redes 
sociales, redes de mensajería instantánea 
-y/u otras plataformas-, las y los fiscales 
podrán realizar una preservación de dicha 
información, de acuerdo con las buenas 
prácticas y con las herramientas disponibles, 
debiendo labrarse acta de las tareas realizadas 
y de los programas/herramientas utilizadas. 
Sobre dicha preservación, podrá realizarse un 
cálculo de hash para que pueda verificarse la 
inalterabilidad del contenido preservado, en 
etapas posteriores del proceso.
 
Noveno: En casos en los que las y los fiscales 
cuenten con una captura de pantalla, se deberá 
realizar un acta de certificación y diligencia de 
visualización. Esto se podrá complementar 
con otros actos para verificar la veracidad de la 
información contenida en dicha captura. 

Décimo: Cuando las y los fiscales tengan acceso 
a la cuenta de la víctima, con su consentimiento, 
deberán preservar la información. Para una 
rápida preservación y sin perjuicio de otras 
medidas urgentes a implementarse, a modo 
de ejemplo, en el caso de Instagram, puede 
ingresarse a la opción de configuración y 
solicitar la descarga de la información. Así, se 
obtendrá una copia de la cuenta de Instagram 
en archivo ZIP. Al incorporarla a la investigación, 
podrá realizarse un cálculo hash y acta de 
certificación incorporando ese código.



ASUNTO: 

En los últimos años, la cantidad de víctimas 
migrantes de trata de personas ha sufrido 
un aumento. Sin embargo, todavía existen 
dudas sobre las acciones indispensables que 
el Ministerio Público debe de realizar cuando 
identifica una víctima extranjera de trata 
de personas. Ello con el objetivo de recabar 
elementos de prueba y, además, de garantizar 
los derechos fundamentales de estas víctimas. 
 
Se acuerda: 

Primero: En casos de trata de personas 
y explotación de víctimas extranjeras, 
es necesario acreditar la condición de 
vulnerabilidad haciendo uso del Protocolo para 
la Acreditación de la Situación de Vulnerabilidad 
del Ministerio Público. La acreditación de esta 
vulnerabilidad es indispensable no solo para 
temas asistenciales, sino para la actividad 
probatoria encaminada a la condena de los 
tratantes y explotadores. 

Segundo: Las y los fiscales deberán promover, 
a través de la articulación de esfuerzos y 
coordinación, la determinación de la condición 
y estatus migratorio de la víctima extranjera de 
trata de personas y explotación. Estas acciones 
son útiles para el ejercicio de los derechos de 
las víctimas, así como para la recepción de 
medidas de protección migratoria (exoneración 
de multas, permisos de la salida, entre otras) y 
facilitar la repatriación o reasentamiento.

Tercero:  Se deberá priorizar la actuación de la 
prueba anticipada para el testimonio único de 
víctimas migrantes en proceso de repatriación. 

Cuarto: Las y los fiscales deberán de 
abstenerse de criminalizar la migración y de 
emplear términos que prejuzguen de manera 
negativa a las víctimas migrantes de trata de 
personas -como el de “víctimas hostiles”-. De 
igual modo, deberán de promover esta práctica 
con los demás operadores del sistema. Estas 
acciones dan cumplimiento al enfoque basado 
en el trauma y centrado en la víctima. 

TEMA 9: VÍCTIMAS DE TRATA DE PERSONAS Y EXPLOTACIÓN EN SITUACIÓN DE MOVILIDAD


